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PRESIDE: Señores Representantes Luis José Gallo Imperiale y Álvaro Vega Llanes (ad hoc). 
MIEMBROS: — Señor Representante José Quintín Olano Llano. 


DELEGADA 
DE SECTOR: Señora Representante Alba M. Cocco Soto. 


INVITADOS: Por Médicos Residentes del Hospital Policial, doctores Milton Sienra y Pedro Saldún. 


Por la Organización Rapal — Uruguay, señora María Isabel Cárcamo y señor Flavio César 
Pazos. 


Por los funcionarios promotores de las Instituciones de Asistencia Médica Colectiva, 
señores Roy Méndez y José Acosta. 


Por la Federación Uruguaya de la Salud, señor secretario Jorge Bermúdez, señora Carmen 
Millán y señor Juan Armstrong. 


SEÑOR PRESIDENTE (Vega Llanes) (ad hoc).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Salud Pública y Asistencia Social se complace en recibir a los Médicos Residentes del 
Hospital Policial, doctores Milton Sienra y Pedro Saldún. Pedimos disculpas en nombre del Presidente de la 
Comisión, señor Diputado Gallo Imperiale, que va a llegar un poco tarde. 


SEÑOR SIENRA.- Queremos agradecerles por habernos recibido hoy aquí. Antes de entrar 
directamente a nuestra problemática queremos hacer una pequeña introducción sobre lo que es el 
régimen de residencias. 


Una vez que los médicos nos recibimos, accedemos a una especialidad a través del régimen de residencias 
médicas o del sistema de posgrados. La diferencia es que el régimen de residencias médicas es para el 
médico recién recibido, hasta tres años después de recibido. Por la Ley N* 15.372, de 1983, se crea el 
régimen de residencias médicas y la Comisión Técnica de Residencias Médicas, que será la encargada de 
regular todas sus actividades. En esa norma se establece que uno debe tener hasta tres años de recibido para 
poder realizar el concurso. La Comisión Técnica de Residencias Médicas, que está integrada por miembros 
de Salud Pública y de la Facultad de Medicina, atiende todo lo concerniente a la actividad de los médicos 
residentes y determina en qué instituciones se desarrolla. Al inicio, en 1983, eran solo instituciones públicas, 
pero a partir de 1994, cuando se modifica la ley, se extiende el régimen de residencias al sistema privado. 


Nosotros concursamos por las residencias -yo lo hice hace tres años y el doctor Saldún hace dos- y, según el 
ranking del concurso de oposición y méritos, optamos por el Hospital Policial para desempeñar nuestras 
funciones. 


SEÑOR SALDÚN.- Quiero hacer la salvedad de que quien lleva adelante el concurso es la Sección 
Concursos de la Facultad de Medicina, que pasa los resultados de las pruebas del concurso a la Sección 
Concursos del Ministerio de Salud Pública, que elabora un ranking, de acuerdo con el cual se eligen los 
cargos en las diferentes instituciones. 


SEÑOR SIENRA.- Nosotros optamos por el Hospital Policial, y cuando llegamos al centro asistencial 
nos encontramos con que el vínculo era como médicos contratados y no con un vínculo de dependencia, 
como sucedía con el resto de los compañeros que están en los demás hospitales. Todo eso trae 
aparejado una serie de perjuicios para los médicos con ese régimen de contrato y desde el inicio, 
apenas nosotros empezamos en el Hospital, tuvimos múltiples reuniones con la Dirección para 
regularizar esa situación. Ya otros compañeros que estaban terminando la residencia habían realizado 
diversas reuniones y nunca hubo resultados. 


Nosotros este año, después de casi tres años de charlas con la Dirección del Hospital, decidimos contratar un 
estudio jurídico para manejar el tema. El problema es que hay un artículo de una ley, que las diferentes 
modificaciones posteriores no han cambiado, que tiene relación con los sueldos de los médicos residentes: 
establece que son fijados por el Poder Ejecutivo y que deben ser de igual monto en todos los centros en que 
nosotros desempeñemos las tareas. Basándonos en eso, ahora vamos a empezar una acción judicial contra el 
Hospital Policial, aunque no es el único que está en falta. Acá hay responsabilidades compartidas con la 
Facultad de Medicina, la Comisión Técnica y el Ministerio de Salud Pública, que no está cumpliendo con la 
normativa vigente. El artículo 12 de la Ley_N* 15.372, que no se ha modificado y que en el proyecto de ley a 
estudio que se ha remitido este año tampoco se modifica, establece: "El Poder Ejecutivo fijará la 


remuneración a percibir por los Jefes de Residencias Médicas y médicos residentes; la que será de igual 
monto para todas las Instituciones en las que los mismos presten funciones". 


Estuvimos haciendo cálculos de los perjuicios económicos que nos ha ocasionado en los tres años que dura la 
residencia el que no se haya cumplido con el régimen. Esto significa mucho dinero para cada residente: 
aproximadamente US$ 5.000 o US$ 6.000, cifra que debe multiplicarse por los veintiún residentes que 
estamos en funciones más los anteriores, ya que hay muchos que están dispuestos a sumarse a la acción legal. 


Después de hablar con la Dirección del Hospital -y por todo lo que está pasando con los médicos- tomamos 
esto como un problema de dignidad y no solamente económico, y queremos llegar hasta las últimas 
consecuencias. En el Ministerio del Interior hemos ido a hablar con el doctor Faroppa, quien nos recibió, pero 
no nos ha respondido absolutamente nada. También conversamos con el señor Decano de la Facultad de 
Medicina, el doctor Schelotto, de quien tampoco hemos obtenido respuesta. Asimismo, nos dirigimos a la 
Comisión Técnica de Residencias Médicas. A todas esas instituciones hicimos responsables de la situación de 
los residentes, no solamente del Hospital Policial, aunque quizás nosotros seamos los más perjudicados. 


Además, nos duele que después de tanto tiempo tengamos que llegar a una instancia judicial por una 
situación en la que la ley es absolutamente clara y que terminará pagándose del bolsillo de todos los 
uruguayos. 


SEÑOR SALDÚN.- A modo de aclaración, quisiera decir que cuando nos otorgaron el cargo de 
residentes en el Hospital Policial la vinculación funcional con la institución fue a través de un acuerdo 
de hecho. Es decir que no existió contrato ninguno. La modalidad de relación laboral es la de 
arrendamiento de servicios; tuvimos que formar una unipersonal médica, con el consiguiente trámite 
ante la DGI y la exigencia de estar al día con la Caja de Profesionales Universitarios. 


En el momento en que comenzamos esa vinculación funcional con el Hospital, varios de nosotros firmamos 
una declaración jurada de no estar desempeñando otro cargo público. Es decir que asumimos las 
características, responsabilidades y obligaciones de un cargo público -y de los residentes, que son muy claras 
en otras instituciones-, pero no obtuvimos los derechos. Nosotros facturamos y, a cambio, nos entregan un 
dinero. Esto es así desde hace muchísimos años. 


Desde el año pasado, a los residentes que entraron no les hicieron firmar la declaración jurada de no estar 
desempeñando otros cargos públicos. Seguramente -es nuestra interpretación- esto se dio por las gestiones 
que hemos estado haciendo frente a las autoridades del Hospital y de la Dirección Nacional de Sanidad 
Policial. 


Tengo acá un legajo de un residente que ingresó el año pasado. En lugar de la declaración jurada, acá se 
establece: "Autorízase a prestar funciones al titular de fojas, en el Hospital Policial como Médico Residente. 
Los honorarios se abonarán conforme a lo registrado en el Dpto. de Supervisión y Contralor del Personal y 
remuneradas acorde al grado de OFL.SUB.AYTE., sistema facturación. Se archiva fotocopia de Resolución 
de referencia". Esa es la diferencia cualitativa que tenemos con los residentes que ingresaron el año pasado. 


SEÑOR SIENRA.- Podríamos estar hoy aquí como tantos otros gremios, no solamente los médicos sino 
otros trabajadores, planteando reivindicaciones laborales que pueden ser muy justas, pero en el caso 
nuestro se trata de la violación de una ley. Hay una violación a la norma legal, y por este motivo 
estamos pidiendo la colaboración de esta Comisión como garante de que la normativa vigente se 
cumpla. 


Además, hubo otro hecho que también nos ha indignado bastante. Me refiero a un acuerdo que hizo el 
Ministerio de Salud Pública, a través de la señora Ministra, con la Comisión Técnica de Residencias 
Médicas. Se hizo un convenio por el cual a los residentes de ASSE se les complementa; se les incorpora al 
sueldo el 100% de la partida que cobraban en negro a través de Comisiones de Apoyo -el Ministerio de Salud 
Pública se hace cargo-; se les aumenta un 10% retroactivo al mes de julio, y es solo para esos médicos 
residentes, como si el resto de los residentes no hubiésemos ingresado a través del mismo concurso, no 
hiciéramos las mismas especialidades, no tuviéramos las mismas obligaciones y no fuéramos a obtener el 
mismo título al finalizar nuestras residencias. Este acuerdo -del que vamos a dejar una fotocopia en la 
Comisión- nos pareció muy grave. 


En definitiva, después de mucho tiempo de golpear varias puertas, vamos a iniciar una acción judicial 
reclamando que se cumpla la ley y pidiendo que se nos presupueste. Además, solicitamos que a aquellos 
centros que no cumplan con la normativa no se les asignen médicos residentes. Esto es algo que está dentro 
de las facultades que tiene la Comisión Técnica de Residencias Médicas, tal como lo establece la ley en la 
que se creó, y que no ha sido cambiado. 


Hay otro problema que es la calidad de la formación que recibimos. En nuestro caso deja mucho que desear. 


SEÑOR SALDÚN.- No sé si quedó claro que en realidad lo que estamos pidiendo es que se aplique el 
principio de "a igual función, igual remuneración", tal como lo establece la ley. 


En cuanto al porqué y a los argumentos, es reflexión de cada uno. El régimen de residentes tiene las 
características de un cargo público; entonces, estar en negro es algo que, para nosotros, es característico de 
una república bananera. Estamos en un régimen tercerizado en la Administración Pública aun cuando 
nosotros no tenemos un contrato con ellos a partir del que se pueda decir: "Hacemos un contrato", y mañana 
yo pueda irme porque no estoy de acuerdo con algo. Nosotros debemos ir sí o sí porque estamos haciendo la 
residencia. 


SEÑOR SIENRA.- No quiero abusar de la amabilidad de la Comisión, pero entre el cúmulo de 
irregularidades del Hospital Policial quiero señalar que el pasado mes se empezó a contratar médicos 
que están ejerciendo en el Hospital Militar -me refiero a médicos intensivistas que están trabajando en 
el CTI del Hospital Militar- a través de un contrato de arrendamiento realizado por la Dirección 
Nacional del Hospital Policial. Reitero: el contrato es a través del Hospital Policial y las funciones de 
los médicos intensivistas son en el Hospital Militar. Ese contrato es por dos meses y renovable, y se 
paga $ 125 la hora. Digo esto porque a nosotros siempre se nos ha insistido en que no hay dinero. 


SEÑOR SALDÚN.- En cuanto al reclamo salarial, nuestros compañeros de Salud Pública aún están en 
negociaciones con el Ministerio; el acuerdo se hizo pero todavía no se ha cumplido. El salario para el 
residente es fundamental para por lo menos poder sentarse a leer de vez en cuando. 


Una de las competencias del órgano regulador, que es la Comisión de Residencias Médicas, es autorizar 
actividades que no interfieran con la tarea del residente. En otros países no permiten trabajar a los médicos 
residentes por motivos obvios de formación. Entonces, el reclamo no solo es porque viola la ley sino también 
de lógica, ya que al Estado le cuesta mucho dinero generar un médico y un residente para que al final cuando 
va a sacar su producto, por no mucho dinero, los residentes deban trabajar en emergencias móviles y en otros 
trabajos, no aprovechando esos tres años que son fundamentales. Tenemos profesionales de categorías A, B y 
C, siendo que el Estado puso todo su esfuerzo y dinero diez años atrás. 


SEÑOR SIENRA.- Vamos a dejar una carpeta con fotocopia de la carta que el estudio jurídico que 
contratamos elevó al Hospital Policial, en la que están resumidas todas las instancias. También hay una 
fotocopia del acuerdo de Salud Pública con la Comisión Médica, con los médicos residentes 
exclusivamente de ASSE. 


SEÑORA COCCO SOTO.- Quisiera saber cuántos médicos están en la situación planteada. 


SEÑOR SIENRA.- En el Hospital Policial actualmente están en funciones veintiún médicos residentes. 
El régimen de residencias médicas en ese Hospital se viene cumpliendo desde hace diez años. Nosotros 
hemos estado en contacto con colegas que han terminado las residencias y con otros que se están 
enterando de nuestras actuaciones. Todos están muy afines -lógicamente por el dinero que hemos 
estado manejando- a sumarse a la acción judicial. Por eso decía que nos preocupa la situación. 


SEÑORA COCCO SOTO.- ¿Es decir que todos los médicos residentes del Hospital Policial se 


encuentran en las mismas condiciones que ustedes, con una empresa unipersonal y sin contrato 
escrito? 


SEÑOR SIENRA.- Exacto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la información que han proporcionado. Va a analizar 
la problemática y luego resolverá algún trámite que seguramente va a hacer. De todas maneras, yo 
quería invitarlos personalmente a la discusión del proyecto de ley sobre residencias que ya ingresó al 
Parlamento. En ese ámbito es donde tal vez haya que resolver algunos de estos temas. 


SEÑOR SALDÚN.- Estamos al tanto y somos integrantes de la Comisión de Residencias del Sindicato 
Médico del Uruguay. Inclusive, colaboramos, en la medida de nuestras posibilidades, en la elaboración 
de la propuesta, que no sabemos cuándo podrá ser ley. La situación ocurre hoy y, en nuestra opinión, 
es grave. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se trata de no reproducir en la ley los errores. Es bueno que quienes han 
tenido experiencia en estos asuntos tengan la posibilidad de intervenir. 


SEÑOR SIENRA.- Agradecemos a la Comisión por habernos recibido y quedamos a las órdenes. 


(Se retira de Sala la delegación de Médicos Residentes del Hospital Policial) 


(Ingresan a Sala integrantes de la Organización RAPAL Uruguay) 


La Comisión de Salud Pública y Asistencia Social tiene el gusto de recibir a la señora María Isabel 
Cárcamo y al señor Flavio César Pazos, integrantes de la Organización RAPAL Uruguay. 


Les pido disculpas en nombre del Presidente de la Comisión, doctor Gallo Imperiale, porque está retrasado; 
seguramente, llegará en el transcurso de la reunión. 


La Comisión los escuchará y, si es necesario, hará alguna pregunta; luego decidirá qué camino seguir con 
respecto a los planteos realizados. 


SEÑORA CÁRCAMO.- Les agradecemos por recibirnos. 


Nuestro objetivo al venir a la Comisión es presentar un estudio que se realizó en Bella Unión sobre los 
problemas causados por los agrotóxicos. También tenemos otros documentos que quisiéramos mostrarles. 


SEÑOR PAZOS.- Hemos traído un libro titulado "Agrotóxicos en Bella Unión", que reúne una serie de 
trabajos que se comenzaron a realizar en el año 2004 por parte de un equipo interdisciplinario de 
profesionales y que contó con el apoyo de tres Organizaciones No Gubernamentales. En este trabajo se 
abordaron distintos aspectos de la problemática generada por el uso masivo de agrotóxicos en esta 
zona del país. Algunos de los efectos que apareja está práctica se ven con más claridad en esta zona 
pero, en sustancia, no difieren con lo que sucede en otros puntos del país. 


Creo que esta no es la oportunidad adecuada para entrar en los detalles más técnicos en cuanto a qué tipo de 
estudios se realizaron; podemos decir que se hicieron ensayos cometa para detectar aberraciones 
cromosómicas, conteos de células apoptóticas y, en la medida de lo posible, relevamientos estadísticos de la 
incidencia de afectaciones pulmonares. 


Lo que sí importa señalar son las conclusiones a las que llegó el equipo, que intenta llamar la atención y que 
se reconozca que los resultados indican una incidencia alta, por encima de lo esperable, de una serie de 
problemas, lo cual motiva preocupación. 


Otra de las cualidades del trabajo fue la importancia que se dio a recoger y recopilar la experiencia cotidiana 
de los pobladores de la zona. Se realizó una serie de talleres, en los que se buscó enlazar la exposición 
permanente de las personas que allí trabajan y viven expuestas a los agrotóxicos con los diferentes problemas 
de salud que aquí están esbozados. 


Precisamente, una de las conclusiones a las que llega el trabajo es la necesidad de ampliar estos estudios. 
Debido a los pocos recursos y al escaso apoyo oficial, estos trabajos no se pueden realizar con la profundidad 


y la amplitud con que deberían hacerse. Queda claro que es necesario profundizar y ampliar esos estudios 
porque la situación es preocupante. 


SEÑORA COCCO SOTO.- Quisiera saber si los agrotóxicos se usan en la caña de azúcar o en las 
plantaciones hortícolas de Bella Unión. 


SEÑORA CÁRCAMO.-- El estudio no especifica si los agrotóxicos se utilizan en las plantaciones de 
caña de azúcar, de arroz o en los invernáculos. Es muy difícil determinar si estas consecuencias fueron 
causadas, por ejemplo, por el bromuro de metilo que utilizan, entre otros, los invernáculos. 


Lo que muestra el trabajo es que hay un uso intensivo de agrotóxicos y sus efectos. Es muy difícil tomar 
muestras y determinar qué fue realmente lo que causó el daño que sufren los pacientes. 


SEÑORA COCCO SOTO.- Voy a hacer otra pregunta con respecto al bromuro de metilo. La Dirección 
Nacional de Medio Ambiente ha enviado técnicos a Salto a trabajar con el INIA para que deje de 
utilizarse el bromuro de metilo en las plantaciones hortícolas, y quería saber si ustedes tienen 
conocimiento de si la DINAMA ha estado trabajando en este sentido también en Bella Unión. 


SEÑORA CÁRCAMO.- Sí, y también estuvo el Ministerio de Salud Pública trabajando con la gente 
que desarrolla tareas en los invernáculos. Está bien que se trabaje en ese sentido, que los médicos 
vayan, que den charlas e informen a la gente, pero el problema es que estos agrotóxicos se siguen 
usando; eso es lo grave. Estamos hablando de sustancias que son muy contaminantes. Yo puse el caso 
del bromuro de metilo porque, según el Protocolo de Montreal, no debería usarse, pero hay otras 
sustancias como el herbicida "2,4D" y otros insecticidas que se están empleando y no solo en Bella 
Unión. Nosotros planteamos el caso de Bella Unión porque allí se hizo este trabajo, pero perfectamente 
se podrían tomar muestras y expandir este trabajo a otros lugares del país; de ese modo, podríamos 
corroborar que los daños que se han causado en otros departamentos son iguales o peores. Muchas 
veces planteamos que, de cierta manera, Bella Unión ha sido privilegiada porque ha podido sacar a la 
luz pública los daños provocados por los agrotóxicos. 


(Ingresa a Sala el señor Representante Gallo Imperiale.- Ocupa la Presidencia el señor Representante Gallo 
Imperiale) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pido excusas porque se atrasó el compromiso anterior y no pude llegar a 
tiempo. 


SEÑOR VEGA LLANES.- ¿Qué período abarca ese estudio? 


SEÑORA CÁRCAMO.- Este trabajo se empezó en mayo de 2004 y terminó en junio del año pasado; 
inclusive, en 2005 se hizo una presentación del trabajo en este ámbito, y la publicación del libro fue en 
junio de este año. Todo el trabajo insumió más o menos un año, porque se hicieron encuestas y porque 
la parte técnico-científica de la toma de muestras también llevó cierto período. 


El realizado en Bella Unión fue el primer trabajo que se realizó en Uruguay con este tipo de muestras, pero 
durante la década de los setenta y de los ochenta, médicos del Hospital de Clínicas tomaron muestras de 
leche materna de mujeres de Montevideo, y encontraron residuos de organoclorados, aunque en Uruguay está 
prohibido el uso de algunos de estos agrotóxicos. Además, tomaron muestras de tejido de mujeres enfermas 
de cáncer y también allí encontraron organoclorados. Nosotros tenemos una recopilación y un resumen de 
estos trabajos; ustedes pueden recurrir a las fuentes y encontrar el material completo. Lo importante a resaltar 
es que estos resultados nunca salieron a la luz pública más allá de ser publicados en revistas científicas. 
Nuestro objetivo fue traerlos a un lenguaje sencillo, sin perder la esencia, para darlos a conocer a la gente, 
porque seguramente las mujeres enfermas de cáncer a las que se les tomó muestras de tejido nunca supieron 
que tenían residuos de agrotóxicos. 


Lo que queremos decir es que el problema de los agrotóxicos se conoce desde hace años. Es un tema difícil 
de tratar porque tiene muchas cosas detrás, pero nos interesa darlo a conocer porque está causando un 


problema de salud a las personas. 


También vamos a dejarles gráficas del aumento del uso de estas sustancias, elaboradas en base a datos 
recogidos de la página "web" del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. Llama la atención el aumento 
que ha habido en los últimos cinco años, que va asociado con el cultivo de soja transgénica, que ya viene con 
un paquete de agrotóxicos, porque esa es la transgénesis que tiene para tolerar un herbicida. Pero insisto en 
que en este momento no se utiliza solo ese herbicida sino también otras sustancias que también son 
organoclorados pero, como no están en la lista de sustancias que deben ser eliminadas, se siguen empleando. 
Si esto lo asociamos a lo que ya se dijo hace muchos años en cuanto a que estas sustancias se acumulan en 
los tejidos grasos, a que se encontraron residuos en leche materna y en tejidos de mujeres que amamantaban a 
sus hijos, creo que sería el momento de tomar el tema muy en serio, porque parecería que el problema va a 
seguir creciendo. 


También vamos a dejarles un documento borrador que nos fue entregado en una reunión a la que asistimos en 
el marco de implementación del Convenio de Estocolmo -seguramente ustedes están al tanto de que es un 
convenio para eliminar los contaminantes orgánicos persistentes-, en el que se insiste en denunciar el 
aumento que ha habido del uso de estas sustancias. 


Además, les dejaremos un estudio que se hizo en 2004 relativo a agrotóxicos en vegetales y frutas, a raíz de 
un convenio entre el Mercado Modelo y la Facultad de Química. 


SEÑOR PAZOS.- Es uno de los pocos estudios de ese tipo que se han hecho acá. Básicamente, se 
tomaron muestras de verduras y frutas del Mercado Modelo y lo más impactante fue que, más allá de 
las variaciones que hay entre las manzanas, tomates, etcétera, se comprobó que el 7% de las muestras 
tenían residuos de agroquímicos por encima de los límites permitidos. Quiere decir que si uno compra 
dos kilos de manzanas, por lo menos una manzana está pasada de residuos. Y estoy hablando de un 
estudio realizado en el Mercado Modelo, que es de donde prácticamente toda la población de 
Montevideo recibe las frutas y hortalizas. 


Estamos apuntando al mismo problema. En la recopilación bibliográfica que les vamos a dejar podrán 
encontrar datos de residuos de determinadas sustancias que supuestamente hace veinte años que no se usan 
en Uruguay; sin embargo, se encuentran asociaciones entre esos residuos y la aparición de tumores de 
mamas. Son estudios hechos por científicos uruguayos que desde hace veinte o veinticinco años vienen 
demostrando lo mismo. 


Por otro lado hay cosas puntuales y alarmantes como lo de Bella Unión o el estudio del Mercado Modelo. 
Nuestra petición o nuestro deseo es que en algún momento las autoridades empiecen a prohibir determinadas 
sustancias que están prohibidas en los países limítrofes y a restringir otras. No puede ser que el malatión, que 
es una sustancia de toxicidad categoría uno, sea lo que todos usemos para sacar los piojos a los niños y se 
venda libremente. A ello hace referencia uno de los materiales que les vamos a dejar. 


Se debe restringir el uso de determinadas sustancias, prohibir otras que resulta inconcebible que se sigan 
vendiendo libremente, cuya propaganda vemos en la televisión desde hace poco. Esas cosas no deberían 
seguir pasando. También habría que controlar el uso de otras sustancias, porque en esa materia también hay 
carencias enormes. Nosotros estuvimos hace unos meses en Palmitas, en Soriano, y en la escuela, tras el patio 
de los chiquilines vimos que había soja plantada, hasta que hubo un par de muertes adjudicadas a la 
fumigación que se hizo. Hay lugares del país donde la gente es fumigada cotidianamente y eso tiene que ver 
con el control que falta. 


SEÑORA CÁRCAMO.- En marzo la señora Ministra dio a conocer las cifras de mujeres que mueren 
anualmente por cáncer de cuello de útero. Ella habló de 130 mujeres al año, y la incidencia mayor es en 
zonas rurales. Es algo importante a tomar en cuenta. El viernes, cuando se inauguró el Instituto 
Pasteur, su Director dijo que el 80% de las muertes en Uruguay son por cáncer. Con esto no estamos 
diciendo que la única causa del cáncer sea por el uso de los agrotóxicos. Lo que decimos es que los 
agrotóxicos producen cáncer. Nosotros solamente trasmitimos lo que dicen los científicos. 


Nosotros vamos a dejarles un folleto que hemos sacado estos días para combatir los piojos y la sarna con 
alternativas. Nosotros pensamos que existen alternativas para una producción en este país e inclusive 


Uruguay podría ser un país que se dedicara a la producción orgánica y no a los grandes monocultivos, ni de 
soja transgénica, ni de arroz ni de eucaliptos. Habría que hacer una propuesta de un país tal vez diferente, 
porque tenemos todas las condiciones. 


El año pasado después de una larga negociación hicimos un afiche junto con el Ministerio de Salud Pública y 
el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, de prevención sobre el uso de los 
plaguicida. Si bien es cierto que nos costó mucho llevarlo a cabo, es posible hacer cosas en conjunto. Pero 
también creemos que ustedes como autoridades o como quienes toman las decisiones son fundamentales. 
Nosotros podemos trabajar con las autoridades, pero son ustedes los que tienen que tomar las decisiones, por 
ejemplo la eliminación de sustancias muy tóxicas que se acumulan en los tejidos. Después de largos años 
aparecen en los tejidos grasos porque esa es la característica que tienen estas sustancias. Sería un buen 
momento para decir: "no las sigamos usando". 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el año 2004 esta Comisión, en ocasión de una visita que hizo a Bella Unión 
-en la que se plantearon una cantidad de problemas que había en la zona-, tuvo una reunión con 
agricultores de la zona, quienes se mostraron sumamente preocupados por el tema de la fumigación 
aérea y por la información que venían recibiendo sobre los riesgos que estaban corriendo. Ellos 
trasmitieron sus inquietudes a esta Comisión y nosotros en aquel momento trasladamos un pedido de 
informes tanto al Ministerio de Salud Pública como al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, a 
los efectos de conocer qué es lo que se estaba haciendo, porque los relatos que hacían eran realmente 
dramáticos. 


Nosotros recibimos un informe sobre las medidas que se intentaba implementar, que en este momento no 
tengo muy presente, y entiendo que como Comisión hemos estado omisos en cuanto a su seguimiento, a la 
responsabilidad que tenemos de controlar -porque quien decide en este tipo de cosas es el Poder Ejecutivo- y 
al monitoreo de los resultados. 


Nosotros también habíamos recibido a la organización que nos visita, creo que el año pasado, cuando nos 
plantearon un problema que estaba ocurriendo en Minas, que dio lugar a denuncias. Había diversas 
interpretaciones -no sé si los resultados fueron definitivos- vinculadas a la ingestión de algún tipo de vísceras. 
También recibimos informes con respecto a eso y no hemos seguido el control en cuanto a cómo se ha estado 
trabajando. De manera que la visita de ustedes nos da la posibilidad de motivarnos para interesarnos en el 
tema y controlar los pasos que se están dando. 


Cuando tengamos información se la vamos a trasmitir e inclusive les vamos a pasar el informe por Secretaría 
de lo que nos mandaron el Ministerio de Salud Pública y el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca con 
respecto al tema puntual de Bella Unión. 


SEÑORA CÁRCAMO.- El problema es que esto no ocurre solamente en Bella Unión. Es un problema 
aún mayor, porque nosotros hemos estado en otros departamentos del interior y algunos médicos nos 
han dicho que lo que les estábamos diciendo era lo que ellos estaban viviendo: chicos con 
malformaciones que son fumigados arriba de sus cabezas, en la parte este del país. En Rocha ocurre 
exactamente lo mismo porque hay plantaciones arroceras que son fumigadas. De todos modos, 
nosotros pensamos que el problema es mucho más grande. Si ustedes reciben un informe de Bella 
Unión, es eso lo que tienen. Tal vez las autoridades, tanto del Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca como de Salud Pública, deberían ir a otros departamentos, como Salto, donde se sabe que se 
están produciendo grandes monocultivos. Allí se ha denunciado que desde hace varios años se viene 
usando en forma masiva el malatión en los naranjales. Entonces, creemos que este es un problema de 
país, porque hay un uso masivo de agrotóxicos. Además, se da una suma de ellos, porque no se usa 
solamente uno. Se utiliza uno tras otro sin un tiempo de espera. Entonces, por un lado, está el mal uso 
de sustancias que son muy tóxicas y que se conoce que causan daño y, por otro, ya se sabe que Uruguay 
está a la cabeza en la incidencia del cáncer. 


Si bien es cierto que nosotros venimos a plantear el caso de Bella Unión -hay un libro sobre el tema- también 
traemos otro trabajo en el que se analiza por qué esto aparece en mujeres de Montevideo. La única 
explicación que nos brindaron los médicos que hicieron este trabajo es que este tipo de agrotóxicos se 
acumulan en la cadena alimentaria. Esta contaminación es a través de los alimentos. 


Si tomáramos muestras de personas en distintos lugares del país, tal vez también encontraríamos este 
panorama. Por ello, nosotros creemos que el problema es mucho más grave y tenemos que pensar qué es lo 
que está ocurriendo y cuál es la proyección que tenemos de país. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación. 
SEÑORA CÁRCAMO.- Queremos agradecer a la Comisión por habernos recibido. 


Como también trabajamos la parte positiva, queríamos dejar un regalito que trajimos. Hicimos un almanaque 
del año 2007, del que vamos a dejar una copia a cada uno, donde figuran dos especies indígenas que pueden 
ser utilizadas como fungicidas, acaricidas o insecticidas. 


(Se retira de Sala la delegación de la Organización RAP-AL Uruguay) 


(Ingresa a Sala una delegación de Funcionarios Promotores de las Instituciones de Asistencia Médica 
Colectiva) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Salud Pública y Asistencia Social da la bienvenida a los 
señores Roy Méndez y José Acosta, Funcionarios Promotores de las Instituciones de Asistencia Médica 
Colectiva, quienes han solicitado una entrevista para hacer planteamientos relativos a su situación 
laboral. 


SEÑOR MÉNDEZ.- Agradecemos a la Comisión por habernos recibido y por escucharnos. 


El motivo de nuestra presencia es comentar la preocupación que sentimos por nuestra fuente laboral. En 
principio estamos hablando de doscientos promotores de todos los departamentos de marketing de las 
mutualistas, pero podrían sumarse varias decenas más. En caso de que se apruebe el artículo 11 del proyecto 
de ley sobre ampliación de la salud, quedará establecido claramente que la mutualista no puede pagar, bajo 
ningún concepto, a los promotores por cumplir con sus tareas. La labor del promotor es captar socios para la 
mutualista, es decir, aportar capital; el capital de la mutualista son sus socios. Al no existir el trabajo del 
promotor, para captar socios solo quedaría la publicidad. Las mutualistas tendrían que hacer propaganda a 
nivel de medios televisivos, radiales y de prensa. 


Al no existir el promotor de las mutualistas más pequeñas como CUDAM, Universal, GREMCA, SML, el 
grueso de la gente se va a afiliar a las grandes mutualistas -que, hoy por hoy, son tres: la Asociación 
Española, Médica Uruguaya y el CASMU-, en detrimento de las otras mutualistas; más del 90% de los socios 
nuevos irían a los padrones de esas tres mutualistas, ocasionando que las otras instituciones se quedaran con 
el padrón de gente mayor que es la que ocasiona más gastos. Pienso que en tres o cuatro años van a empezar 
a cerrar las instituciones más pequeñas porque no tendrán ingresos. 


Nosotros pretendemos que este artículo se modifique y se nos permita seguir trabajando. Somos un grupo de 
gente que tenemos décadas de trabajo dentro del sistema, aportando socios a las mutualistas, y aclaro que 
muchas de ellas en la actualidad están abiertas gracias al trabajo que desempeñamos los promotores. 


SEÑOR ACOSTA.- Todo esto surgió de un Decreto-Ley de la dictadura. En esa época había un 
Ministro que era Director de Médica Uruguaya cuando esta era un esqueletito en 8 de Octubre y recién 
había comenzado. El Ministro viajó a Japón y el Ministro interino decretó a Médica Uruguaya de 
interés nacional. En ese momento surge esa ley. 


Se ha dicho por ahí que los promotores funden a las mutualistas. No sabemos por qué ahora se hace este 
planteamiento. En una ley que se dictó en noviembre del pasado año se derogaron todas esas disposiciones, 
pero ahora esto surge nuevamente. 


Nosotros pensamos que en este asunto hay alguna cuestión personal de algún asesor. En tal sentido, voy a dar 
un nombre. El señor Bermúdez, el Presidente de la FUS, tiene problemas personales con la persona que hace 
las afiliaciones en Universal. En determinado momento dijo públicamente: "Yo voy a terminar esto". Pienso 
que un Gobierno no puede estar asesorado por una persona que tiene un encono personal. 


En cuanto a lo que se dice de que las mutualistas se funden por causa nuestra, tengo en mi poder algunos 
recortes de prensa. Yo soy funcionario de la mutualista Hospital Evangélico hace seis años. Cuando fui a 
trabajar allí había piquetes en las puertas, campamentos enfrente, pero a la fecha, nuestro equipo ha logrado 
hacer quince mil socios y el Hospital ha inaugurado cosas nuevas. 


Pienso que hay buenas políticas de directiva de las mutualistas y también malas políticas. Se hablaba del 
"corralito mutual", afirmando que nosotros le robamos los socios a unas mutualistas y se los damos a otros. 
No es así. Hace seis años que está el corralito; ¿cuántas mutualistas cerraron? De repente cerraron 
mutualistas que no tenían promotores. Si la mutualista Hospital Evangélico hace seis años tenía treinta mil 
socios y nosotros hicimos quince mil, no le robamos a nadie porque no estaban permitidos los cambios 
mutuales. ¿Qué hicimos? Apuntamos a la gente nueva que ingresa al mercado. Hay dos mil o tres mil 
personas que ingresan al mercado laboral. Ellas no van a buscar una mutualista; cada institución tiene un 
equipo que se encarga de ofrecerles los servicios. 


Nosotros somos gente como cualquiera. No somos millonarios; por ahí hay quienes dicen: "Estos son 
millonarios; tienen toda la plata". Simplemente trabajamos, y las mutualistas se mantienen por eso. Esta 
medida va a afectar a las mutualistas y también a nosotros. 


Planteamos que se puede regular la actividad y establecer una gran cantidad de penas por hacer algo, pero a 
mi entender, esta es una actividad privada y las mutualistas deben tener sus equipos para hacer socios. Se 
puede hacer propaganda en la televisión diciendo: "Hágase socio de CUDAM", y puede suceder que no vaya 
nadie; pero la situación es diferente cuando uno va a una empresa. Mi trabajo consiste en ir a las empresas y 
averiguar si hay algún empleado nuevo; estoy todo el día caminando y tomando ómnibus visitando distintos 
lugares. Cuando hay algún trabajador nuevo le explico los beneficios que da cada mutualista y lo afilio a la 
que elija. 


SEÑOR VEGA LLANES.- Quiero hacer una aclaración para que no se interprete que al quedarse 
callado uno acepta lo que se ha dicho. 


Aquí no nos asesora Bermúdez ni ningún integrante de la Federación Uruguaya de la Salud; no somos 
presionables por Bermúdez ni por nadie. Si usted cree eso, acá está de más usted o estoy de más yo. Si usted 
duda de la honorabilidad del Parlamento, no tenemos más nada que hablar. 


SEÑOR ACOSTA.- Tal vez me expresé mal. Lo que quise decir fue que Bermúdez de alguna manera 
asesora a la señora Ministra de Salud Pública; no quise referirme al Parlamento. Reitero: de alguna 
manera asesora a la señora Ministra de Salud Pública. Antes de ocupar el cargo de Ministra, ella era 
Directora o Presidenta del CASMU, y yo negocié con ella para hacer promoción para esa institución. 
También hemos ido al Ministerio a plantear este tema. 


Reitero: me refería a Bermúdez. Pido disculpas al señor Diputado y me retracto de lo dicho. 


SEÑOR MÉNDEZ.- En ningún momento dudamos de los compañeros legisladores. Por el contrario, 
estamos orgullosos de que nos representen. Por algo los votamos; ¡esperamos tanto tiempo por esto! 


Ya que se nombró al señor Bermúdez, quiero decir que dentro del ambiente de la salud es público y conocido 
que es un acérrimo enemigo de la producción a nivel de las mutualistas. Pienso que debería estar agradecido 
con los promotores, porque gracias a ellos hoy tiene trabajo. Actualmente, los funcionarios técnicos y no 
técnicos que trabajan en Universal están cobrando todo al día. ¿A qué se debe esto? En parte, a nuestro 
trabajo. 


También pido disculpas al compañero legislador; está lejos de nuestra intención cuestionar al Parlamento. 


Volviendo al tema, les pedimos encarecidamente que nos dejen trabajar. Este problema no es de ahora. Hace 
quince o veinte días hice llegar un material de trabajo a cada uno de los integrantes de la Comisión de Salud 
Pública y Asistencia Social. Quiero aclarar que este material no es nuevo; se remonta al 25 de octubre de 
2001. Si le cambiamos la fecha y le ponemos la de hoy, sigue teniendo vigencia. 


Vengo denunciando esta situación -por suerte guardé copia de ello- desde hace cinco o seis años, sin obtener 
respuesta; nunca fuimos escuchados. Por suerte, hoy nos recibieron. 


Por ejemplo, en mi poder tengo un material de trabajo fechado en Montevideo, el 10 de febrero de 2003, 
dirigido, precisamente, al señor Diputado Gallo Imperiale. 


El material que ustedes tienen en sus manos, referido al asesoramiento en aportación en las IAMC, lo hice 
llegar a la señora Ministra de Salud Pública, doctora Muñoz, al Subsecretario, doctor Fernández Galeano y al 
compañero economista Olesker -quien en su momento fue asesor de la FUS-, el día 21 de diciembre de 2004. 
Allí les explicaba lo mismo que está pasando hoy. Entonces, esto no es nuevo. 

Me acota mi compañero que el 9 de noviembre de 2001 le hicimos llegar ese material al señor Jorge 
Bermúdez, representante de la FUS. Quiero aclarar que en la Federación el señor Bermúdez no me recibió; 
fui recibido por la compañera Carmen Millán. Nunca hemos obtenido mayor respuesta con respecto a lo que 
hemos solicitado y planteado 


No me queda nada más que decir. Solo resta agradecerles por el tiempo brindado y apostar al país productivo 
y a los puestos de trabajo. 


SEÑOR VEGA LLANES.- ¿Este planteo está referido al proyecto de ley que está a estudio del Senado? 
SEÑOR MÉNDEZ.- Sí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dado que esta iniciativa se está analizando en el Senado, quisiera saber si ya 
concurrieron a ese ámbito. 


SEÑOR MÉNDEZ.- No. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es válida la información que nos han brindado, pero el proyecto no está en la 
Cámara de Diputados. Llegará en su momento y vendrá modificado, o no, de acuerdo con los planteos 
que hagan ustedes. Por eso, nos da la impresión de que habría sido estratégicamente mejor que 
hubieran hecho el planteo primero en la Cámara de Senadores -donde está a estudio el proyecto- y, 
después aquí, de acuerdo al proyecto que venga. De cualquier manera, aceptamos las argumentaciones 
realizadas. 


SEÑOR ACOSTA.- Tenía entendido que el proyecto estaba en la Cámara de Diputados. 
SEÑOR PRESIDENTE.- No es así; está en el Senado. 

SEÑOR ACOSTA.- Usted ayer no vino a la sesión. Allí... 

SEÑOR PRESIDENTE.- ¿A qué sesión no fui? 

SEÑOR ACOSTA.- No sé; no quiero ser agresivo. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Pero me está agrediendo porque dice que no fui a una sesión. 
SEÑOR ACOSTA.- Discúlpeme. 

SEÑOR PRESIDENTE.- ¿A qué sesión no fui? 


SEÑOR ACOSTA.- No sé. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no sabe, no hable. 


SEÑOR ACOSTA.- Déjeme explicarle. Ayer, en una sesión habló el señor Diputado Lacalle Pou y dijo 
que no estaba el doctor Gallo Imperiale, por eso hice esa referencia. Yo no lo sé con certeza; sentí ese 
comentario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Veo que está informado y está relacionado. Tal vez su gestión está vinculada a 
un planteamiento político que se hizo ayer; ahora me doy cuenta de que es así. Quizá el planteamiento 
político que hizo el Diputado Lacalle Pou con respecto a este tema está vinculado con lo suyo. 
Evidentemente, a usted le informaron mal de que yo no estaba. Le voy a decir que yo estaba y que 
escuché el planteamiento político. Y no solamente estaba y lo escuché sino que también le di las 
explicaciones correspondientes. Así que está equivocado al decir que no estaba; está mal informado. 
Probablemente, todo este tema esté vinculado a ese planteamiento político. 


También está equivocado en creer que este tema está en Diputados. Este proyecto no está en esta Cámara; 
está en la Comisión de Salud Pública del Senado y lo están tratando en este momento. 


Así que en las dos cosas está equivocado. 


SEÑOR ACOSTA.- Discúlpeme si estoy equivocado. Un compañero hizo una gestión con Lacalle y me 
hizo ese comentario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hizo una gestión con Lacalle. Ahora encadeno el planteamiento político. 


SEÑOR ACOSTA.- Nuestro compañero hizo una gestión con Lacalle para plantearle lo mismo que les 
estamos diciendo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos entendido. 


La Comisión les agradece su presencia. 
(Se retiran de Sala funcionarios promotores de las Instituciones de Asistencia Médica colectiva) 


(Ingresan a Sala representantes de la Federación Uruguaya de la Salud) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión recibe a una delegación de la Federación Uruguaya de la Salud 
integrada por la señora Carmen Millán y por los señores Jorge Bermúdez y Juan Armstrong. 


SEÑOR BERMÚDEZ.- Agradecemos mucho a la Comisión que nos haya recibido. 


Somos viejos conocidos de esta Comisión, porque por lo menos en los últimos diez años la Federación 
Uruguaya de la Salud ha venido manteniendo reuniones permanentes a nivel parlamentario, más allá de 
situaciones puntuales de conflicto, siempre con la preocupación de promover una reforma estructural del 
sistema de salud del país, ya que concebimos que esa es la cuestión cardinal. 


Existe una crisis estructural en la medida en que no se avanza hacia una reforma del sistema, se mantiene y se 
manifiesta permanentemente, afectando tanto a los usuarios del sector público y privado como a los 
trabajadores del sector público y privado, médicos y no médicos, y al país. 


Todos conocemos la enorme masa de dinero que el país destina a la salud y que se mueve en torno a este 
sistema -hablamos de cerca de US$ 1.100:000.000 al año-, y sabemos que el Uruguay se ve afectado porque 
ese gasto no tiene una contraparte en una atención de salud eficaz, eficiente y que brinde cobertura al cien por 
ciento de la población. 


En ese proceso estábamos cuando en 2004 la fuerza política Frente Amplio accedió al gobierno y en materia 
de salud promovió una reforma en cuyos principales puntos coincide con la propuesta que nuestro gremio 
venía haciendo y que formalizamos en 2003, cuando articulamos la idea de un Sistema Nacional Integrado de 
Salud. El proyecto de ley del Sistema Nacional Integrado de Salud se viene discutiendo a nivel del Consejo 
Consultivo para el cambio del sistema de salud; hace menos de quince días el Ministerio de Salud Pública 


presentó un borrador en ese ámbito y tenemos un plazo de diez días para enviar opiniones a fin de que el 
proyecto pueda ingresar el año que viene a la discusión parlamentaria, según nos dijo la señora Ministra y 
también el propio Presidente de la República en una reunión con el PPECNT. 


Lo que nos trae aquí es lo que estamos convencidos de que antecede al proyecto grande -por llamarlo de 
alguna manera- del Sistema Nacional de Salud, que es un proyecto de ley de ampliación de la cobertura de 
salud a través de la seguridad social. Esa iniciativa que ingresó al Parlamento por la Comisión de Hacienda el 
día 18 de octubre -ustedes nos corregirán si estamos equivocados- tiene varios artículos que establecen cuatro 
condiciones clave que permiten ir procesando la reforma del sistema de salud e ir atacando los principales 
problemas que este tiene. En primer lugar, permitiría la inclusión de 25.000 empleados públicos a la 
cobertura asistencial, en un proceso que en un par de años tiende a abarcar un número superior a las 300.000 
personas, entre trabajadores y familiares. Quiere decir que se otorga cobertura sanitaria a un sector de la 
población que no podía acceder a ella, porque uno de los principales problemas para acceder a los servicios 
de salud, sobre todo en el sector privado, son los llamados "gastos de bolsillo" que todos conocemos: los 
tickets, las Órdenes, los estudios, etcétera. Como todos saben, aparte de la cuota mutual, un uruguayo gasta, 
promedialmente, $ 1.000 cada vez que va a una mutualista. 


En segundo término, se establece que esas personas pueden optar entre el sistema público y el privado. Una 
de las críticas que se hizo desde algunos sectores -inclusive, de trabajadores- a la reforma del sistema de 
salud fue que, aparentemente, solo beneficiaba al sector privado. Como contrapartida, una de las críticas que 
desde los sectores empresariales se hace a esta reforma es que beneficia al sector público con fondos 
privados. Nosotros decimos que no es así, porque como se permite a la persona optar entre el sector público y 
el sector privado, hay una libre elección. Además -este es un tema a discutir en la reglamentación del 
proyecto; nosotros entendemos que se está solucionando por ese lado-, esto es para los nuevos afiliados que 
ingresan, o sea, para esos 25.000. La discusión se centraba, como todos sabemos, en si la movilidad pública o 
privada era para todos los afiliados por DISSE -estamos hablando de casi el 60% de los afiliados del sistema 
privado-, lo cual generaría una situación de inestabilidad en el sector privado mayor que la que hoy existe. 
Eso se podría solucionar si hubiera un gradualismo en la aplicación de la movilidad público privado. Nos 
referimos a la posibilidad de optar, en principio para aquellos que ingresen a partir del 1? de enero, que es la 
aspiración de la Federación Uruguaya de la Salud, y que luego, en un plazo paulatino, en función de la 
reglamentación de la ley, se dé el proceso de la movilidad público privada, la cual para nosotros tiene que 
estar acompañada de una mayor inyección de recursos al sector público. Eso es algo que esta extensión de la 
cobertura DISSE también permitiría. En algún momento se habló de transferir mensualmente $ 100:000.000 
del excedente del aporte de esa cobertura entre el aporte patronal, el aporte del trabajador y el Gobierno. No 
me voy a referir a eso porque lo conocen bien. 


Nos parece bueno, en la búsqueda de los equilibrios, que se inyecten mayores recursos al sector público, en la 
línea de mantener los precarios equilibrios que hoy tenemos, y profundizarlos. Sabemos la difícil situación en 
la que está el legislador, porque hay que contemplar la necesidad de inyectar recursos al sector público y 
sostener la precaria estabilidad del sector privado, porque está claro que la manta es corta y si nos tapamos la 
cabeza nos destapamos los pies. Pero es la situación que tenemos. 


El artículo 2*, sobre libertad de opción, tiene que ir acompañado -por eso hablamos de un proceso paulatino- 
por la inyección de recursos al sector público. Es sabido que, del 10% del presupuesto que se gasta en salud, 
el 7,5% se lo lleva el sector privado, y el 2,5% restante queda para el sector público. Por lo tanto, hay que 
buscar un equilibrio. Inclusive, hay que ir a la libre movilidad o libre opción. Así como estamos de acuerdo 
con la gradualidad en cuanto a la movilidad, también hablamos de gradualidad en el tema de la libre opción. 
No podemos tener dos discursos, y defender solo lo que nos conviene. Entendemos que debe haber una libre 
opción del afiliado para cambiarse de institución, eligiendo entre el prestador público y el privado, pensando 
en el sistema nacional integrado de salud. Debe llegarse a ese proceso luego de un equilibrio, con una libertad 
de opción en la que se levante el llamado "corralito DISSE" de forma paulatina. 


El tercer elemento es el del aporte. Como mencionaba al comienzo, está el "gasto del bolsillo" y se trata de 
ver cómo se puede obviar este gasto. 


El cuarto elemento -sabemos que han recibido alguna grata visita en estas horas- se refiere a comenzar a 
atacar uno de los principales males del sistema, en nuestro caso del sector privado, que es la mercantilización 
de la salud. Nos parece que producto de una ineficaz e ineficiente política de salud por parte del Estado en 


períodos anteriores, en los últimos veinte años hemos asistido a una muy fuerte acumulación de capital, sobre 
todo en el sector privado. En función de lo que el mercado definía, la salud convertida en mercancía ha 
devenido en la peor de las situaciones. Por ejemplo, hay pacientes oncológicos que deben hacerse 
determinado tratamiento de quimioterapia para lo cual deben pagar los tiques, y no se lo hacen porque no 
tienen el dinero. Puse los peores ejemplos, pero no por ser truculento sino para ver dónde estamos parados. 
Asimismo, hay mutualistas que han sido saqueadas, como Casa de Galicia e IMPASA, y este Gobierno las 
tuvo que intervenir para evitar su cierre. Eso se produjo por la ausencia de políticas de Estado en materia de 
salud, con el mercado casi como único asignador de recursos. 


El artículo 11 establece que se va a penar la intermediación lucrativa. Este no es el único ejemplo. Están las 
técnicas de diagnóstico. Hay empresarios que a su vez son directivos de una mutualista, y le venden a esa 
mutualista lo que su empresa genera. También está el asunto de los grandes laboratorios en materia de 
medicamentos, que lucran con la salud. Hablo de los empresarios y no de los trabajadores. No hablo del 
promotor que gana $ 800 en la puerta de DISSE, afiliando a alguien en una mutualista cuando pasa con cara 
de distraído, para lo cual la ley establece una pena de entre cuatro y veinticuatro meses de prisión. Hablo de 
los directores y administradores de instituciones que promueven esa actividad, porque la ley extiende la 
penalización a los administradores y promotores de instituciones que determinen esa modalidad. Eso hace a 
empezar a atacar el tema del lucro en la salud. Eso hace a empezar a apuntar a la democratización de la salud 
en la información. Todos sabemos que a la gente le pintan un panorama. Capaz que el tipo vive en Ciudad 
Vieja, trabaja en el centro y la mutualista donde lo internan queda en Colón. Aclaro que puse ese ejemplo 
pero no pensé en ningún centro de salud que esté en esa zona del departamento. Eso pasa en muchos lados, 
pero sobre todo en Montevideo. Hay otro problema que es cómo ingresan las instituciones de Montevideo a 
competir con las del interior en forma irregular. En ese marco el Ministerio de Salud Pública está llevando 
adelante un proyecto de ley sobre sedes secundarias. Nosotros compartimos la preocupación del Ministerio 
porque muchas veces las instituciones de Montevideo que ponen el pie en el interior -desde la más grande 
hasta la más chica- lo hacen, desde el punto de vista laboral, sin ceñirse a las mismas condiciones de salarios 
que en las instituciones montevideanas. No respetan el laudo de los trabajadores -hoy Grupo 15- y tampoco 
brindan las mismas prestaciones en cuanto a la atención de la salud. 


Pongo un ejemplo de lo mal que funciona el sector privado en particular y de la cantidad de males que hay 
que atender. Nos parece que este proyecto de ley permitiría empezar a atacar uno de esos grandes males. 


En definitiva, nuestra preocupación es que al día de la fecha dicha ley no ha sido aprobada y no sabemos si 
fue discutida o no a nivel de la Comisión de Hacienda o de Salud Pública. El problema es que esta ley crea el 
fondo público que financia el seguro nacional de salud. Sin esta ley no empieza a crearse el fondo que 
financia el seguro nacional de salud, y el seguro es el corazón del sistema, es la forma de financiamiento, es 
la base de la democracia y de la ampliación de la justicia social. En el nuevo sistema, a través del seguro, hay 
que discutir el tema de las cápitas y un montón de cosas que son parte de un proceso; pero el corazón, la 
génesis, la idea fundamental, que compartimos, es que los uruguayos aporten a ese sistema, a través del 
seguro, de acuerdo con el ingreso total de sus hogares y reciban, independientemente de lo que aporten, el 
mismo paquete de prestaciones. Hay que ver qué está en ese paquete de prestaciones, etcétera. Esa cuestión, 
que para nosotros es clave, es que ese seguro administre el dinero que se gasta en el sistema de salud, que ya 
no quede librado exclusivamente a los administradores privados, sino que intervengan una Junta Nacional de 
Salud, el Gobierno, las empresas, los trabajadores y los usuarios. Nos parece que es una de las cuestiones 
clave para avanzar en la reforma del sistema, para financiarlo y, además, para hacer de este un tema de 
equidad y de justicia social, rasgos de los que hoy carece, claramente, el actual sistema de salud del país. 


Por eso la importancia de la aprobación de este proyecto de ley, previo a que, como dijo el señor Presidente 
de la República, el año que viene comience el tratamiento de la ley del sistema nacional integrado. Esta para 
nosotros llamada ley chica de extensión de la cobertura DISSE tiene estas bondades y, puesta en 
funcionamiento con su aprobación previa, genera el camino hacia lo que es nuestro objetivo central. 


SEÑOR VEGA LLANES.- Tenemos una visión muy similar de los problemas. Creo que estamos de 
acuerdo con la aprobación del proyecto que está en la Comisión de Hacienda del Senado y con que una 
vez terminado el estudio de la reforma tributaria podrá ser iniciado su tratamiento, para dar lugar a la 
creación del fondo de salud a través de la ampliación de DISSE. Nosotros también lo vemos como 
fundamental porque ahí empieza gran parte de las cosas. 


A nosotros nos parece que debe plantearse una reestructura profunda del sistema no estatal para poder 
subsistir en las condiciones que le esperan en el futuro. Esta reestructura obviamente debe ser a nivel 
funcionarial y salarial. Allí entra, sin duda, la mercantilización de la medicina. No tengo ninguna duda de que 
la estructura salarial y de funcionamiento tiene que estar en juego. 


Los "copagos" y la cobertura geográfica pesan. Entre otras cosas tenemos que definir en este país cómo 
hacer, porque si se nos quiebra 18 de Julio y la parte del Parque Batlle nos quedamos sin el 70% de la 
capacidad instalada de camas en el sistema privado y también en parte del público. Quiere decir que la 
distribución geográfica también hay que mirarla, sobre todo en Montevideo, donde hay más inconvenientes. 


Estas leyes van a dar una base de funcionamiento, pero no van a salvar al sistema privado o no estatal, en la 
medida en que este no se autoajuste. Entre las cosas que hay que resaltar quiero decir que la estructura 
salarial en algunos niveles médicos está distorsionada, por llamarlo de alguna manera. Esas son las cosas que 
hay que ir ajustando de alguna forma. 


Este sistema tiene que garantizar la accesibilidad a la asistencia, que es una de las cosas que como 
parlamentarios y como seres humanos vamos a pedir. La accesibilidad implica que cuando uno está enfermo 
tenga atención médica adecuada en el momento adecuado y que no esté limitada por no tener dinero para el 
ómnibus o para pagar el tique. Tiene que tener asistencia en el momento en que lo pide. 


El tema de los "copagos" no es fácil y termina siendo parte de la medicina. Con la birome es fácil dar 
medicación. En Florida los médicos de la mutualista teníamos un sistema por el cual no teníamos 
restricciones para el acceso a la medicación y éramos el grupo que más usaba medicamentos. Mientras los 
demás tenían ocho o diez como promedio, cada uno de nosotros tenía cincuenta medicamentos, con lo cual la 
eliminación del "copago" es una solución para algunos aspectos y un problema en otro sentido. Creo que es 
un problema complejo que hay que resolver y lo haremos en el futuro sentándonos entre todos a conversar. 


En lo sustancial estamos de acuerdo con el planteo que se ha hecho. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El planteo realizado por la FUS es compartido políticamente, al punto de que 
esta reforma está avanzando sobre esas pautas. 


Yo quiero subrayar una palabra que dijo el señor Bermúdez, que abarca un concepto que nosotros venimos 
manejando desde hace mucho tiempo y que no se entendía bien -a veces ni siquiera por ustedes-: el concepto 
de la gradualidad. Me pareció muy bien escuchar en boca del secretario de la FUS la idea de la gradualidad. 
Nosotros estamos convencidos de esta reforma y queremos que salga. Pero es una reforma compleja, que 
tiene muchísimas cosas para articular y, como la base de la reforma son las leyes -las leyes se hacen en el 
Parlamento-, creo que debemos darnos los tiempos suficientes para que cada una de las etapas que este 
proceso de reforma tiene se concrete y quede firme, a los efectos de que después, cuando vayamos agregando 
cosas, no dejemos nada por el camino sin resolver. 


En ese sentido es que siempre me he referido a la gradualidad, que no significa querer frenar el proceso. 
Gradualidad, en el concepto que manejo yo, significa tener la seguridad de que esta reforma va a salir, con 
estos lineamientos programáticos -desde el punto de vista político- que ahora, como Gobierno, fueron 
tomados y puestos a caminar, porque esta reforma está en marcha. Ya está en marcha en el Presupuesto 
quinquenal. 


Como bien decía el señor Bermúdez, si nosotros queremos integrar un sistema debemos tener determinada 
simetría. Ahora no tenemos simetría entre el sistema público y privado. Entonces, se intenta con las 
dificultades que se tiene y dentro de las posibilidades que existen, fortalecer el sistema público. 


Hay otro aspecto del sistema privado al que hacía mención el señor Diputado Vega Llanes, que también 
preocupa. Fuera del hecho de que el gasto del sistema privado es tres veces mayor, sabemos -es una paradoja- 
que teniendo tres veces más recursos, está pasando por grandes dificultades; hay instituciones al borde del 
cierre y están intervenidas. 


Entonces, ¡claro que nos preocupa un sistema donde, por un lado, no tenemos un sistema público fortalecido 
y, por otro, hay un sistema privado todavía no resuelto! Eso también nos lleva a pensar que no es fácil ni 


rápido empezar a solucionar las cosas. 


Compartimos el concepto y creemos que es buena cosa que la mayoría de los actores involucrados vayamos 
convergiendo en algunos aspectos. Evidentemente, algunas cosas las vamos a tener que discutir. 


Respecto al proyecto de ley, al que se cambió de nombre y que ahora se llama Fondo Nacional de Salud, 
podemos decir que estamos en la primera etapa. No es como el FISAS inicial; el nombre fue cambiado 
cuando se discutió en nuestra bancada. Por lo tanto, estamos hablando del proyecto del Fondo Nacional de 
Salud, que en este momento está en la Comisión de Hacienda del Senado. 


Debemos decir que este proyecto vino con una información inicial y que la bancada de Salud del Frente 
Amplio, Senadores y Diputados, no compartía el concepto del articulado inicial. También debemos 
manifestar que el Ministerio cambió la redacción porque entendió -al igual que nosotros y que ustedes ahora- 
que en esta primera etapa de este Fondo público se le dará opción solo a los aproximadamente 27.000 
funcionarios públicos que entran al sistema. La redacción inicial daba la posibilidad de que se integraran los 
750.000 afiliados que iba a tener DISSE porque a los privados se les sumaban los públicos. Sin embargo, 
entre los públicos había muchos que estaban en mutualistas o en Salud Pública, pero había un grupo que no 
tenía asistencia ninguna. Entre que se abriera a los 750.000 -a nosotros nos parecía que era crear un caos y un 
riesgo muy grande-, el Ministerio adoptó el criterio que propusimos como bancada, e hizo una nueva 
redacción cuya interpretación apunta a que se integren solamente los 27.000 funcionarios. A mi entender, 
todavía hay que ajustar su redacción a efectos de que sea más clara. 


Reitero: este tema todavía está en la Comisión de Hacienda del Senado que en algún momento se va a 
integrar con la Comisión de Salud. Luego, cuando esta primera etapa esté consolidada y funcionando bien 
entraremos en la otra que es la integración de los jubilados y, eventualmente, de los familiares. Después, en la 
etapa final se complementará. 


No es como se había planteado en algún momento por parte de algún funcionario de Salud Pública en cuanto 
a que este era un proceso que podía terminar el 31 de diciembre. Cuando nos plantearon esto y nos mostraron 
los esquemas empezamos a hablar de gradualismo, pero no para frenar y que no funcionara, sino para dar la 
solidez necesaria. 


Quisiera aclarar otro aspecto que tiene que ver con un planteamiento realizado por el señor Bermúdez, que es 
el proyecto de intermediación lucrativa. Eso tiene una historia y me parece bien aprovechar este momento 
para aclararla. 


En noviembre del año pasado se planteó una modificación de la Ley de intermediación lucrativa, ley que 
venía de Gobiernos anteriores, que fue fruto del proyecto de humanización que sacó la pena de prisión a 
quienes hacían intermediación financiera. En ese momento -el asunto estaba muy complicado ya que 
existieron amenazas a periodistas, había un grupo, que todos sabemos quiénes lo integran- se pensó que había 
que regular eso. Entonces, ese proyecto de ley que vino del Poder Ejecutivo fue modificado no solamente en 
su redacción; se aprobó en el Senado, vino a Diputados y como había urgencia -los Diputados del Partido 
Nacional, en particular el señor Diputado Olano Llano, tenían alguna objeción respecto al artículo 5%, que 
tenía que ver con determinado tipo de promociones; no hablamos de la promoción de pasar en bloque, sino 
de la dificultad del promotor simple que pudiera aportar socios a una mutualista-, para que no volviera al 
Senado, en todo un proceso legislativo que se alargaba demasiado, se aceptó la modificación. Para ello asumí 
el compromiso de que se iba a reglamentar la ley por parte del Poder Ejecutivo y de que se iba a solucionar la 
interpretación que hacían los Diputados del Partido Nacional. Ese fue un compromiso personal, que consta en 
la versión taquigráfica. 


En el día de ayer hubo un planteamiento político en la Cámara de Representantes hacia mi persona por parte 
del señor Diputado Lacalle Pou, respecto al no cumplimiento de ese compromiso que hice, porque no se 
había reglamentado. 


No hace veinte minutos, recibimos a una delegación de promotores que estaban absolutamente 
desinformados de todo y quedó demostrado, evidentemente, que había existido un contacto político con el 
señor Diputado Lacalle Pou, que fue quien hizo el planteamiento. Lo digo porque fue así. Evidentemente, 
quedó demostrado que hubo un contacto político con el Diputado Lacalle Pou, que fue quien hizo el 
planteamiento. 


La explicación que di ayer -y esto viene a cuento porque de alguna manera es una respuesta a cómo se ha 
planteado este tema- fue que nosotros empezamos las reformas este año y que estas estaban planteadas en 
función de leyes. La intermediación lucrativa estaba dentro del paquete; entonces, cuando planteamos la 
reglamentación en el Ministerio se nos dijo que había que esperar una nueva ley donde estarían incorporados 
todos los aspectos, inclusive los que ustedes habían planteado. Pasó un año y no se reglamentó, en definitiva, 
porque estábamos esperando esto que ahora vino en este proyecto, incluido a partir del artículo 11. 


Personalmente no estoy de acuerdo con que se haya puesto en esta ley, y hoy se lo trasmití a la Ministra, 
señalando que en mi opinión, como ya tenemos una ley sobre intermediación lucrativa, debemos hacerle las 
modificaciones necesarias, introduciendo algunos aspectos que plantearon los legisladores del Partido 
Nacional. Están muy bien señaladas las responsabilidades que tienen los dirigentes de las mutualistas. Insisto: 
tenemos que tomar esa ley sobre intermediación lucrativa y modificarla, no meterla en esta ley del FONASA. 
La Ministra estuvo de acuerdo con esto y me autorizó a trasmitirlo a nuestros compañeros en el Senado, es 
decir que se sacara esto del proyecto y se empezara a trabajar urgentemente sobre la verdadera ley. Ahí 
vamos a introducir todos los aspectos relacionados con la intermediación lucrativa e inclusive las 
interpretaciones que señalan ustedes. 


Entonces, vamos a trabajar en forma urgente en la ley. El Ministerio lo va a hacer, pues ya le dio la orden al 
abogado Echeverría de empezar a trabajar en la modificación de la ley, incorporándole todos los aspectos. Así 
que es un lugar donde se puede dar su opinión. 


Esta es la explicación que quería dar, y la información que deseaba brindar al Diputado Olano Llano; lo iba a 
hacer después, pero vino bien ahora, pues no me pareció justo el planteamiento político que se hizo ayer. Es 
otro tema; creo que se pudo dar antes una explicación y si esta no era la adecuada, entonces sí hacer todos los 
planteamientos. Creo que era la explicación adecuada porque no hubo despreocupación sino que ya se 
introdujo en la ley, y está por delante este proceso. 


SEÑORA MILLÁN.- Pertenezco al Consejo Central de la FUS y a la Mesa Representativa del PIT- 
CNT. 


Coincidimos con la gradualidad, pero en lo personal me voy con dos preocupaciones. Estoy de acuerdo en un 
proceso gradual, pero comenzando a hacer las cosas. Quiero dejar claro a los parlamentarios que la reforma 
del sistema de salud viene retrasada desde Gobiernos anteriores, por lo menos desde abril de 2001. El 
Diputado Gallo Imperiale conoce el acuerdo firmado; cómo le sirvió a esta Federación el punto B del 
documento, pero había un punto A que hacía a las reformas profundas que necesita el sistema. 


Esta reforma que propone el Gobierno -como decía el compañero Bermúdez- tiene coincidencias en la 
Federación -tal como se dijo en su congreso, realizado con posterioridad a las elecciones y, además, 
empujamos hacia eso-, pero viene retrasada. En primer lugar -como sabrá la Comisión-, se suponía que sería 
parte de la reforma tributaria, o por lo menos tendría una ligazón importante con dicha reforma. No sucedió 
así y por una decisión política del Gobierno se trasladó al segundo semestre de este año. Estamos al final del 
semestre y nos preocupa -queremos decirlo con todo respeto- la lentitud que tiene el Parlamento para discutir 
algunos temas. Entendemos las dificultades de articulación porque nosotros somos parte de eso y porque es 
un trabajo permanente que los trabajadores debemos hacer para obtener logros, fundamentalmente para 
sostener nuestras fuentes de trabajo y cobrar nuestros salarios en fecha. Cuanto más se demore en la reforma, 
mucho más se pueden debilitar las instituciones que están en situación crítica. 


Sabemos que la reforma no es mágica, pero el papel que esta otorga al Ministerio de Salud Pública, a los 
Poderes del Estado, a la participación de los trabajadores y a los usuarios en los ámbitos de decisión son 
elementales para empezar a cambiar. 


Nos preocupamos cuando surgen proyectos, cuando sabemos que pueden estar los votos para lograr esas 
leyes que comienzan gradualmente. Estamos hablando de la reforma teniendo claro que puede demorar no 
menos de cinco a diez años para estar realmente consolidada. Nos preocupa que se demore en dar el primer 
puntapié. También nos preocupa -ahora nos enteramos de primera mano- que se modifiquen los proyectos; 
seguramente será para bien, pero significa esperar nuevamente por un proyecto de ley sobre intermediación 
lucrativa sin tomar las medidas rápidamente, porque si este proyecto se aprueba en el Parlamento, con 
seguridad, el 1 de enero va a haber veinticinco mil trabajadores que tendrán que optar por una mutualista, 


pero si junto con eso no está la penalización de la intermediación lucrativa, nuevamente van a estar los 
boliches alrededor de la puerta del BPS y se van a llevar un conjunto de afiliados para determinadas 
instituciones, no para otras que tal vez precisan socios. 


En síntesis, nos preocupa la lentitud y la modificación de los proyectos -los legisladores están en todo su 
derecho de hacerlo; para eso están- pero nos preocupa que la articulación se deje por el camino lo conceptual 
del proyecto. 


SEÑOR OLANO LLANO.- Celebro la visita de la FUS a esta Comisión porque es importantísimo 
conocer su opinión; está de más decirlo. 


Creo que, básicamente, han venido por tres motivos. En primer término, manifestar su acuerdo con los 
lineamientos generales de un proyecto de ley. 


En segundo lugar, manifiestan su preocupación por la demora en la instalación de la reforma del sector salud. 


Y, en tercer término, de alguna manera han responsabilizado al Parlamento por la demora en el tratamiento de 
las iniciativas que llevan a la reforma de la salud. Además, se conversó algo sobre intermediación lucrativa. 


Por su parte, los compañeros de la Comisión han manifestado su coincidencia con las expresiones que 
vertieron ustedes en lo que tiene que ver con el proceso de reforma y, salvo en los tiempos, hay una 
coincidencia importante. 


Pienso que lo más adecuado sería actuar como se hace habitualmente con todos los invitados, es decir, acusar 
recibo de esas informaciones tan importantes y, después, discutir entre nosotros. Si yo voy a decir -como lo 
hicieron los señores legisladores del Frente Amplio- lo que pienso de la reforma de salud y de cómo va este 
proceso, generaría un debate que llevaría una semana. Además, no corresponde que esto suceda entre ustedes 
y nosotros. Estamos para recibir opiniones y debatir entre nosotros. No quiero ingresar en ese debate, en el 
que tengo muchísimo para decir; me parece que no corresponde. Pero tampoco puedo quedarme callado 
porque eso significaría que comparto todo lo que se dijo acá. 


Por otra parte, solicito al señor Diputado Gallo Imperiale los cinco minutos que él me pidió para conversar 
sobre la intermediación lucrativa, porque también quiero expresarle mi opinión al respecto y no quiero 
hacerlo delante de nuestros invitados, no porque le vaya a decir nada malo, sino porque no se merece que sea 
así. Por lo tanto, le voy a pedir cinco minutos para conversar sobre el tema con él. 


Simplemente, quería expresar esto y agradecerles la visita. 


También quiero decirles que las demoras en la reforma del sector salud no son del Parlamento; por lo menos, 
no son de esta Comisión, que hasta el día de hoy no ha recibido ningún proyecto de reforma de ningún sector 
de la salud del Uruguay de parte del Poder Ejecutivo. Por lo tanto, si ha habido demoras y, según su opinión, 
son culpa del Parlamento, quiero aclararles que no las ocasionó esta Comisión. 


SEÑOR BERMÚDEZ.- Lo que pasa es que con algunos legisladores -de todos los partidos- nos hemos 
cruzado muchos años discutiendo estos temas, y a veces uno no menciona algunas cosas porque las da 
por sobreentendidas. 


Nos consta que el Poder Ejecutivo ha tenido enormes problemas para sintetizar una propuesta concreta de 
reforma del sistema de salud, más allá de lo que diga su programa de Gobierno. Es más: le consta a los 
señores parlamentarios que la Federación Uruguaya de la Salud se lo ha dicho a la Ministra de Salud Pública 
y al Presidente de la República. Por ejemplo, el 4 de octubre fuimos desde Casa de Galicia hasta la casa 
presidencial de Suárez y Reyes a decir al Presidente de la República que debía intervenir esa institución, y lo 
hizo. También le dijimos que debía acelerar el proceso de reforma del sistema de salud; y se lo repetimos diez 
o quince días después en una entrevista que mantuvimos con él como miembros del Secretariado Ejecutivo 
del PP-CNT. 


O sea que no venimos a decir al Parlamento lo que antes no dijimos al Poder Ejecutivo. Nunca lo hicimos ni 
lo haremos. Tampoco venimos a batir el parche a ninguna fuerza política. Cada uno tiene su corazón y vota lo 


que quiere. Claramente voté lo que voté, pero eso no significa que por dos minutos crea que soy el que va a 
amplificar la propuesta del Gobierno. Bastantes problemas tenemos hoy en distintos ámbitos con quienes han 
votado lo mismo que nosotros al discutir cuál es el papel del movimiento sindical y cuál es el papel de la 
fuerza política. Por lo tanto, con eso no tenemos nada que ver. 


La tercera aclaración -me parece que es necesario hacerla- es que no queremos herir la susceptibilidad de 
nadie. Como nosotros no esperamos que el Gobierno nos dé algo sino que vamos y se lo reclamamos, damos 
por descontado que los demás actores de la sociedad y del sistema político hacen lo mismo. 


Hoy hay un problema que nos preocupa; lo dijo la señora Millán y reafirmo sus palabras. Aprovecho la 
oportunidad para pasar un aviso: ayer la bancada del Partido Nacional nos dejó colgados media hora 
esperando y, al final, nos fuimos sin que nos recibiera. 


SEÑOR OLANO LLANO.- Pensé que ustedes me habían dejado colgado, porque fui y no estaban. Le 
avisé al Secretario que iba hasta la Sala de Cámara y le pedí que me llamara. Como no me llamaban, 
volví. Me dijeron que esperara porque en la media hora previa estaba haciendo uso de la palabra el 
señor Diputado Javier García, y también iba a ir a la reunión. Volví como diez veces, hasta que me 
dijeron que la reunión había quedado para otro día. Entonces, aclaro que yo estaba. 


SEÑOR BERMÚDEZ.- Está bien. De todos modos, ya no importa. 


La cuestión es que yo nunca vi esa celeridad cuando en este país se cerraron en los últimos cinco años siete 
mutualistas. Quienes soportaron el peso de tener que recuperar 1.700 puestos de trabajo de 2.000 que se 
perdieron fuimos los trabajadores, nadie más. Contamos con algún parlamentario amigo porque estaba 
relacionado con la salud -quiero nombrar al Diputado Gallo Imperiale, pero no fue solo él-, que nos dio una 
mano. También recibimos el apoyo de otros partidos. Por ejemplo, la Senadora Pou de Lacalle estuvo al 
firme cuando enfrentamos el cierre de MIDU y de COMAEC. O sea que hubo gente de todos lados metiendo 
mano para tratar de resolver este problema. Pero nadie se preocupó de qué pasaba. El Gobierno anterior tenía 
todos los votos necesarios para avanzar en la reforma del sistema de salud, con elementos que hoy se están 
mencionando y que figuran en el documento del 4 de abril de 2001 que mencionó la compañera Carmen 
Millán. 


Por lo tanto, nos preocupa que ahora haya inquietud porque aparentemente algunas personas quedarían sin 
trabajo. Quiero decir que esto no es verdad, porque si hay que pelear por puestos de trabajo nosotros estamos 
a la cabeza, nadie nos saca ni medio cuerpo. El problema es que acá no se habla de lo que se tiene que hablar. 
Existe preocupación por ver qué pasa con un sector de intermediación lucrativa mientras instituciones como 
el CASMU -puedo hablar de varias- gastan cientos de miles de dólares en publicidad y en marketing en la 
televisión y no pagan los salarios de sus trabajadores o no tienen medicamentos para los usuarios. Entonces, 
que no me digan que se preocupan mucho por el tema. Digo esto con buena intención; les pido que me 
perdonen si me enojé. Creo que no se puede hablar de parar las rotativas para ver qué pasa con la 
intermediación lucrativa y no se discuta o se acelere el proceso. 


Desde nuestro humilde punto de vista, si llegamos a fin de año y esta iniciativa no se aprueba -con las 
modificaciones que sean necesarias; ya aclaramos que estamos de acuerdo con la gradualidad; somos 
gradualistas porque en la vida sindical aprendimos que el "todo o nada" es nada; por lo tanto, siempre fuimos 
gradualistas y lo seguiremos siendo-, habría un retraso porque esto es un escalón, un enganche. Me parece 
bárbaro que le hayan puesto como corresponde a esto que crea el fondo público. De lo contrario, se frena el 
proceso el año que viene. Si esto sucede -lo quiero decir en el Parlamento, con la autoridad que nos confieren 
los trabajadores, por lo menos hasta abril del año que viene cuando se realice el Congreso-, va a ser muy 
difícil seguir sosteniendo políticamente esta situación. Es muy difícil orientar a miles de trabajadores -17.000 
afiliados a la FUS- en cuanto a que el camino es este y la salida es por acá, sin generar situación de 
conmoción social. Quiero ver qué va a pasar con la salida de Impasa y de Casa de Galicia cuando termine la 
intervención. 


Podemos seguir poniendo parches. La intervención claramente es un parche para llegar a una nueva 
situación, pero si la solución de fondo no aparece, la conmoción social que se va a vivir -lo adelanto- va a 
repercutir directamente en este ámbito porque, para nosotros, el Parlamento es la caja de resonancia de la 
sociedad. Por lo tanto, quiero avisar también esto; lo hemos dicho, pero todo tiene un tiempo y los tiempos se 


agotan. En ese sentido, decimos que si esto no sale para fin de año, frena lo que viene para el año próximo y, 
si eso ocurre, a algunos se nos va a acabar al discurso. A quien habla se le va a terminar el discurso, porque 
nuestro planteo se dirige a lo puntual, a lo reivindicativo en materia salarial, a los puestos de trabajo, pero 
también a lo programático, porque lo programático es lo que define lo otro. Si no hay cambio en la estructura, 
no hay salario ni hay trabajo. El problema es que ese discurso tiene un techo y termina en él. Y estamos 
llegando al techo, porque si hoy, cuando está toda la expectativa generada, no hay cambio ni reforma, si 
seguimos con más de lo mismo para la gente, sin trabajo y sin salario, como diría alguien, el que venga que lo 
haga mejor que el que se fue, porque para nosotros llegará el techo. Y las situaciones de conflicto que se van 
a dar repercutirán directamente en esta Sala en la que estamos ahora. 


Eso queríamos dejarlo dicho porque es nuestra preocupación esencial. Hay que tener en cuenta los plazos en 
función de una realidad que cada día se va volviendo más compleja. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos mucho y, como siempre, seguiremos en contacto. 


(Se retira de Sala la delegación de la FUS) 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


